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PROCES O  PRUEBA EXT RAPRO CE SA L  
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INT ERN O 20 2 1  –  0 27 8  
PROVI DENC IA  AUT O INT ER LO CUT OR IO  N °  04 2  
T EM AS  DERECH O  A  PR OBAR  Y  E L  PRINC IP I O  DE  LA  NECE SID AD DE  

LA  P RUEBA .  
DECIS IÓN  REVOCA   
M AGIST RA DA  
PONENT E  

M ART HA CE CIL I A  OSPI NA P AT IÑO  

 

 

En cumplimiento a lo decidido en providencia del 11 de marzo de 2022 , por 

la sala dual conformada por los Magist rados José Gildardo Ramírez Giraldo y 

Gloria Patricia Montoya Arbeláez, se procede a resolver el  recurso de 

apelación interpuesto en el proceso de la referencia por  la parte sol ici tante 

contra el auto del 30 de jul io de 2021, mediante el cual el  juzgado de pr imera 

instancia decidió rechazar la sol ici tud de prueba extraproceso.   

 

I .  ANTECEDENTES 
 

Mediante apoderado judicial ,  el  señor Juan Camilo Álvarez Cardona sol ici tó 

la práct ica de prueba ant ic ipada consistente en ci tar a varias per sonas 

detal ladas en la sol ic i tud, para que rindan declaración sobre  autoría, alcance 

y contenido de varias grabaciones magnetofónicas.  

 

En providencia del 30 de jul io de 2021, el  juzgado de primera instancia 

rechazó la pet ición de pruebas extraprocesales sol ici tada, aduciendo, en 
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esencia, que la parte sol ici tante no just i f icó la importancia y necesidad 

razonada, ni  sustentó la inminente urgencia que la l leva a no evacuar las 

pruebas al interior de un t rámite judicial ;  además, porque no se expl icó el  

objeto de las grabaciones y si  se t rata de recolección de grabaciones con 

autorización de la persona cuya voz se regist ró.  

 

Contra la anterior decisión la parte demandante formuló recurso de 

reposición y en subsidio apelación.  Resuelta desfavorablemente la 

reposición, en providencia del 10 de diciembre de 2021, se concedió la 

alzada.  

 

El asunto fue repart ido a este Despacho el  16 de diciembre de 2021 y  en 

proveído del 11 de febrero de 2022, se declaró inadmisible la alzada,  

providencia que fue recurrida en súpl i ca, con ocasión de lo cual,  la sala dual  

conformada por los Magist rados José Gildardo Ramírez Giraldo y Gloria 

Patricia Montoya Arbeláez, decidió el 11 de marzo de 2022, revocar el  auto 

proferido el 11 de febrero de 2022 y  devolver el  expediente a este D espacho 

para que se t ramitara la alzada.  

 

El expediente fue ingresado a Despacho el 18 de marzo de 2022, siendo 

procedente entonces, en cumplimiento de lo dispuesto por la sala dual  

referida, resolver la alzada contra el auto del 30 de jul io de 2021 .  

 

I I .  LA IMPUGNACIÓN.  

 

Como se reseñó en los antecedentes, la parte  sol ici tante recurrió el  auto de 

rechazo de la sol ic i tud de prueba extraprocesal señalando que existen  

di ferentes razones de riesgo,  como por ejemplo la ancianidad,  enfermedad o 

ausencia inminente de alguna de las partes l lamadas a declarar,  esto debido 

a la emergencia sanitar ia generada por el  vi rus Covid-19, porque María 

Antonia Ossa Soto,  quien fuera representante l egal  de la Congregación de 

las Hermanas Franciscanas Misioneras de María Auxi l iadora Provincia de 

San Francisco de Asís fal leci ó el 3 de mayo de 2021 y,  la anterior ecónoma 

de la Congregación de las Hermanas Franciscanas Misioneras de María 
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Auxi l iadora Provincia de San Francisco de Asís,  hermana María Nora 

Ramírez Herrera, “cuenta con edad suf iciente para ser catalogada dentro de 

la población anciana y por tanto su edad, la emergencia sanitaria y 

hospitalaria producida por el  Covid -19 representa un riesgo para su vida y la 

práct ica de la prueba extraprocesal en cuest ión ”.   

 

I I I .  CONSIDERACIONES  

 

1.  DERECHO A PROBAR Y PRINCIPIO DE NECESIDAD DE LA PRUEBA.  

Con el vigente ordenamiento Const i tucional procesal,  el  derecho a la prueba 

se ha erigido además de componente del debido proceso,  en una garantía 

fundamental autónoma 1 para toda persona que ostente el carácter de parte o 

interviniente, o que pretende serlo en un futuro proceso. De conformidad con 

la Carta Polí t ica y la ley, dicha garant ía consistente en la exigencia al Juez 

del aseguramiento, admisión, práct ica y valoración de la prueba propuesta 

con el f in de propender por la formación de la convicción de éste sobre la 

verdad de los hechos que son presupuesto del derecho o del interés material  

que se disputa 2.  

 

Sobre este específ ico derecho de raigambre procesal también ha precisado 

la más autorizada doctrina nacional 3:  

 

Así como existe un derecho subjet ivo  de acc ión para in ic iar e l  proceso 
y obtener con él una sentencia,  lo mismo que un derecho de recurr ir  
que prolonga los efectos de aquel,  puede af irmarse que existe  un 
derecho subjet ivo  de probar,  en el  proceso,  los hechos de los cuales 
se intenta deducir  la  pretensión formulada o la  excepción propuesta o  
la imputac ión o el  hecho eximente de responsabi l idad penal.  
 
Basta recordar la importancia ext raord inar ia que la prueba t iene no 
sólo en el  proceso, s ino en el campo genera l del derecho (c fr.  núms. 1 -
3),  para comprender que se trata  de un ind ispensable complemento de 
los derechos materia les consagrados en la ley y de l derecho de 
defensa. En cuanto a l  demandado e imputado o procesado se r ef iere  
es claro que sin e l  derecho de probar no exis t i r ía audiencia bi lateral,  n i  
contradictor io efect ivo,  n i  se cumpli r ía la exigencia const i tuc iona l de 
oír lo y vencer lo para condenarlo;  en re lación al  demandante, es 

                                                 
1 Cor te  Const i tuc iona l ,  Sen tenc ia  T -393 de 2004  
2 Ver  a l  respecto :  RUIZ  JARAMILLO,  Lu is  Bernardo .  El  derecho a  la  p rueba como un derecho  
fundamenta l .  En:  Rev is ta  Es tud ios  de Derecho ,  Facu l tad  de Derecho y  Cienc ias  Po l í t i cas  de la  
Un ivers idad de Ant ioqu ia :  Mede l l ín ,  Vo l .  64 ,  Nº  143,  (2007 )  págs .  182 - 206 .   
3 DEVIS ECHANDÍA,  Hernando .  Tratado genera l  de  la  p rueba jud i c ia l .  5ª  Ed ic ión ,  Bogotá :  
Temis ,  2006,  Tomo I ,  pág.  26  
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igualmente indudable que sin  el  derech o a probar resu ltaría nugatorio  
el  e jercic io de la acción e i lusor io el  derecho materia l  les ion ado, 
d iscut ido o insat isfecho.  

 

Ahora, de conformidad con el art ículo 164 del Código General del Proceso, 

toda decisión judicial  debe fundarse en las pruebas re gular y oportunamente 

al legadas al proceso. El referenciado imperat ivo normativo procesal es un 

desarrol lo posit ivo del decantado principio de necesidad de la prueba; sobre 

el cual también se ha enseñado:  

 
La prueba es necesariamente v i ta l  para la demostra c ión de los hechos 
en el proceso; sin e l la  la arbit rar iedad sería la que re inar ía.  Al  juez le  
está prohib ido basarse en su propia exper iencia para d ictar sentencia;  
esta le puede servi r  para decretar pruebas de of ic io y,  entonces, su 
decis ión se basará en pruebas oportuna y legalmente recaudadas. Lo 
que no está en e l mundo del proceso, recaudado por los medios 
probator ios,  no ex iste  en el mundo para e l  juez. (arts.  174 C.P.C.  y  232 
C.P.P.).  
 
Ut i l izamos la pa labra necesidad como “ todo aquel lo a lo cual  es 
imposible  subst raerse,  fa l tar  o resist i r”  (art .  174 del C. de P.C.).  
 
Cuando hay necesidad, no hay l ibertad, por tanto no existe n inguna 
l ibertad para que e l  funcionario  decida con base en pruebas o 
ci rcunstancias que no obren en e l proceso. Esta  necesidad t iene 
sustento en e l derecho de cont radicción,  e l  cual  sería v io lado s i  la  
decis ión se tomara con base en pruebas no aportadas a l proceso, o en 
ideaciones o en conocimientos pr ivados de l juez. 4 
 

Resulta entonces totalmente consecuente y sistemático concluir  que si  existe 

un imperat ivo de probar los hechos que se alegan por acción o excepción,  

debe garant izarse la posibi l idad al dest inatario de cumpli r  efect ivamente 

dicha carga; de ahí la importancia del derecho subjet ivo a probar, en tanto 

es la prerrogativa  que complementa el  principio de necesidad de la prueba,  

que es el que racional iza y legit ima a la act ividad jurisdiccional.  

 

2.  CASO CONCRETO.  

De conformidad con lo anal izado en precedencia, para el caso concreto , el  

objeto de discusión está ci rcunscri to a determinar si  era procedente que el  

juzgado de primera instancia  rechazara de plano la sol ici tud de práct ica de 

prueba extraprocesal  real izada por el  sol ici tante , por no haber just i f icado la 

importancia y necesidad razonada, ni  la inminente urgencia que la l leva a no 

                                                 
4 PARRA QUIJANO,  Ja i r o .  Manual  de  derecho proba tor io .  16ª  Ed ic ión ,  Bogo tá :  L ib rer ía  
Ed ic iones  de l  Pro fes iona l ,  2007,  págs.  73 -74.  
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evacuar las pruebas al interior de un t rámite judicial ;  además, porque no se 

expl icó el objeto de las grabaciones y  si  se trata de grabaciones obtenidas 

con autor ización de la persona cuya voz se regist ró.  

 

El Código General del Proceso estab lece en el art ículo 183 la posibi l idad de 

práct ica de pruebas extraprocesales,  l i teralmente dispone:  

 

Podrán pract icarse pruebas ext raprocesales con observancia  de las 
reglas sobre ci tación y  práct ica establec idas en este código.  
 
Cuando se so l ic i ten con ci tación de la contraparte,  la not i f icación de 
esta deberá hacerse personalmente, de acuerdo con los art ículos 
291 y 292, con no menos de cinco (5) d ías de antelación a la fecha 
de la respect iva di l igencia.  

 

Y sobre la prueba específ ica de declaración sobre documentos, establece 

seguidamente el art ículo 185 ib:   

 

Quien pretenda reconocer un documento privado deberá presentar lo e  
ident i f icarse ante la autoridad respect iva.  
 
Sin perju ic io de la presunción de autent ic idad, cualquier interesado 
podrá pedir que se ci te al  autor de un documento privado, a l  
mandatar io con facu ltades para obl igar a l  mandante, o al  representante 
de la persona juríd ica a quien se atr ibuye,  para que r inda declaración 
sobre la  autoría,  a lcance y conten ido del documento.  
 
El reconocimiento de l  documento por parte  del mandatar io producirá  
todos sus efectos respecto del mandante si  aparece probado el 
mandato.  
 
La declarac ión del  c i tado será recib ida prev io juramento.  Si e l  
documento está f i rmado a ruego de una persona que no sabía o no 
podía f i rmar,  esta deberá declarar s i  se extendió por su ord en,  si  e l  
s ignatar io obró a ruego suyo, y  s i  es cierto su contenido;  cuando el  
c i tado no pudiere o no supiere  leer e l  juez deberá leerle e l  documento. 
En los demás casos bastará que el compareciente declare si  es el  
autor del documento, o si  se elaboré por  su cuenta, o si  es suya a 
f i rma o e l  manuscr i to  que se le at r ibuye.  El reconocimiento de la 
autoría del documento hará presumir c ierto e l  contenido.  

 

Si el  c i tado no concurre a la di l igencia,  o s i  a pesar de comparecer se 
niega a prestar  ju ramento o a dec larar,  o da respuestas evasivas no 
obstante la amonestación del juez, se tendrá por surt ido el  
reconocimiento y así  se declarará en nota puesta al  p ie del documento.  
 
Dentro  de los t res (3) días s iguientes a la fecha señalada para la  
di l igencia  el  c i tado podrá probar a l  menos sumar iamente que su 
inasistencia obedeció a causa just i f icada;  si  así  lo h ic iere,  e l  juez 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr007.html#291
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr007.html#292
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señalará,  por  una sola  vez,  nueva fecha y hora para el  reconocimiento,  
por medio de auto que se not i f icará por estado.  
 
En el proceso en que se aduzca un documento previamente reconocido 
en legal  forma,  ya sea expresa o tác i tamente, no procederá la  tacha en 
cuanto al  autor ju ríd ico, n i  e l  desconocimiento.  

 

Se observa de las normas en ci ta que las mismas no establecen requisi tos ni  

condicionamiento alguno relacionado con la necesidad y just i f icación de la 

prueba de cara al porqué se pretende obtener de forma ant icipada;  así como 

tampoco, expl icaciones sobre el contenido de los documentos , de modo que 

no se encuentra sustento normativo para que el jue z de primer grado 

rechazara la sol ici tud de pruebas ant icipadas con base en exigencias no 

establecidas en la normatividad procesal.   

 

Y en cuanto a la autorización de la persona cuya voz se grabó, si  bien es 

cierto que, establecer si  dichas grabaciones fue ron obtenidas con respeto al  

debido proceso, resulta muy pert inente, el lo no impl ica el rechazo de plano 

de la sol ici tud probatoria, pues antes de rechazar la sol ic i tud de forma 

rígida,  debió auscul tarse por las si tuaciones que el juzgado consideraba 

pert inentes establecer para acceder a la práct ica de la prueba, no siendo 

adecuado sorprender a la parte sol ici tante con un rechazo por requisi tos no 

establecidos en la normatividad que regula el asunto.  

 

Véase que incluso,  al  formular el  recurso de reposición  y en subsidio 

apelación,  única oportunidad que tuvo para plantear lo echado de menos por 

el  juzgado, de forma proact iva la parte sol ici tante expl icó los motivos por los 

cuales considera que la práct ica de la prueba era necesaria de forma 

ant icipada, a pesar de lo cual el  juzgado mantuvo la decisión aduciendo 

mayores exigencias que las planteadas en el auto de rechazo,  como, no solo 

af i rmar, sino probar  que las personas que se pretende ci tar padecen 

enfermedades terminales y  demostrar  que un eventual proceso no podría 

acceder a la información que pretende como prueba  ant ic ipada, l imitando 

aún más el derecho a probar con exigencias inexistentes.  

 

Aunque no se desconoce que existe doctrina,  como la ci tada por el  juez de 

primer grado, que reprocha la posibi l id ad de pruebas ant icipadas al 

considerar que se afecta el principio de inmediación por el  que procuran las 

últ imas reformas procesales al implementar la oral idad, este Despacho no 
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comparte esa postura, por  la potísima razón que el mismo Código General  

del Proceso que estableció la oral idad en el proceso civi l ,  permite, sin 

mayores impedimentos, la práct ica de pruebas ant icipadas,  a lo que se 

agrega que precisamente la legislación actual  procura porque al  proceso se 

acuda de entrada con el mater ial  probatorio  concretado y que sea el proceso 

la oportunidad,  más que para obtenerlo, para controvert i r lo;  por ejemplo,  

ocurre esto con los dictámenes periciales que deben ser aportados desde el  

momento mismo en que se pida la prueba (art ículos 227 y 228 C.G.P.),  con 

la obl igación de sol ici tar información mediante de derecho de pet ic ión y no 

esperar a que el juez of icie para el lo (art ículo 275 ib. ) y con la aportación de 

videograbaciones que suplan la inspección judicial  (art ículo 236 ib. ) ,  entre 

otros.  

 

Puestas así las cosas, se revocará la providencia que rechazó de plano la 

sol ici tud de prueba extraprocesal formulada por el  señor Juan Camilo 

Álvarez Cardona y se ordenará al juzgado de primera instancia que proceda 

a anal izar de nuevo la sol ici tud y decida sobre su ad misibi l idad o no, 

momento en el cual deberá tener en cuenta lo expuesto por este Despacho 

en precedencia; es decir ,  que no podrá entonces rechazar de plano y por las 

razones que ya lo hizo, la sol ici tud.  

 

Resulta pert inente indicar que lo anterior no impl ica que se deba,  

obl igadamente, admit ir la sol ici tud probatoria extraprocesal ,  pues el lo 

depende del  estudio que real ice el juez de primer grado de los demás 

aspectos necesarios para la pet ición de la prueba específ ica sol ici ta da, que 

aún no ha anal izado, exigencias que, considera este Despacho, no deben 

estudiarse en este momento en esta sede, pues el eventual cumplimiento o 

no de las mismas puede dar lugar a discusiones y recursos, que en caso de 

decidi rse en este momento y en esta instancia se estarían l imitando.  

 

3. COSTAS.  

No habrá lugar a imponer costas dada la resulta favorable del recurso,  

además que no se acreditaron causadas.  

 

Por lo expuesto, la suscrita Magistrada Sustanciadora de la Sala Civil  del  

Tribunal Superior de Medellín,  
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IV. RESUELVE 

 

PRIMERO. REVOCAR la decisión objeto de alzada de fecha 30 de jul io de 

2021 y ordenar al  juzgado de primera instancia que proceda a anal izar de 

nuevo la sol ici tud y decida sobre su admisibi l idad o no, momento en el  cual 

deberá tener en cuenta lo expuesto por este Despacho en precedencia;  es 

deci r,  que no podrá entonces rechazar de plano y por las razones que ya lo 

hizo, la sol ici tud.  

 

SEGUNDO. Sin lugar a condena en costas.  

 

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 

 

 

 

MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 

Magistrada 

(Firma electrónica de conformidad el artículo 11 del Decreto 491 de 2020 

–Ministerio de Justicia y del Derecho-) 
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